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Mediante el nuevo Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, se articula un conjunto de medidas 
para movilizar una inversión pública de hasta 11.000 millones de euros en torno a cuatro líneas de 
actuación: tres fondos adicionales para financiar ayudas directas, restructuración de balances y 
recapitalización de empresas y la prórroga de moratorias fiscales y concursales. 

1.- LÍNEA COVID DE AYUDAS DIRECTAS A (EMPRESARIOS Y PROFESIONALES) Y EMPRESAS 
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Con una dotación total de 7.000 millones de euros se crea una nueva Línea Covid de ayudas directas 

a autónomos y empresas, para reducir el endeudamiento suscrito entre el 1 de marzo del 2020 y 

el 31 de mayo del 2021. 

De esta forma, los autónomos y empresas con sede social en territorio español, cuyo volumen de 

operaciones anual en 2020 haya caído como mínimo un 30 % con respecto a 2019 y cuya actividad 

esté incluida en alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas –CNAE 

09– previstos en el Anexo I del Real Decreto-ley analizado, podrán tener acceso a ayudas directas 

que permitan satisfacer sus obligaciones de deuda y pagos a proveedores, acreedores financieros 

y no financieros, así como los costes fijos incurridos, siempre y cuando estas obligaciones se 

hubieran generado entre el 1 de marzo de 2020 y el 31 de mayo de 2021 y procedan de contratos 

anteriores al 13 de marzo de 2021 (entrada en vigor del Real Decreto-ley). 

A TENER EN CUENTA. Estos fondos tendrán que destinarse a pagar gastos fijos como 

arrendamientos, salarios, suministros eléctricos o deudas con proveedores. A modo de ejemplo la 

propia exposición de motivos del RDL menciona los gastos relativos al suministro de energía y al 

coste de cambio de potencia, incurridos por los autónomos y empresas considerados elegibles como 

cantidades para las que se podrán destinar las ayudas. 

DESTINATARIOS 

Los destinatarios de las ayudas serán las empresas no financieras y los autónomos más afectados 

por la pandemia, siempre y cuando tengan su domicilio fiscal en territorio español o cuando se trate 

de entidades no residentes no financieras que operen en España a través de establecimiento 

permanente. No obstante, la norma define la consideración de "destinatario" a los efectos del 

Real Decreto-ley como: 

a) Los empresarios o profesionales y entidades adscritas a los sectores definidos en el Anexo I, y 

cuyo volumen de operaciones anual declarado o comprobado por la Administración, en el Impuesto 

sobre el Valor Añadido o tributo indirecto equivalente en 2020 haya caído más de un 30% con 

respecto a 2019 (Esta información se suministrará por la Administración Tributaria correspondiente 

a petición de las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla). 

Los empresarios o profesionales que apliquen el régimen de estimación objetiva en el Impuesto 

sobre la Renta de las Personas Físicas adscritos a los sectores definidos en el Anexo I. 
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b) Para el caso de grupos consolidados que tributen en el Impuesto sobre Sociedades en el 

régimen de tributación consolidada, se entenderá como destinatario a efectos del cumplimiento 

de los requisitos de elegibilidad y transferencias, el citado grupo como un contribuyente único, y 

no cada una de las entidades que lo integran, por lo cual el volumen de operaciones a considerar 

para determinar la caída de la actividad será el resultado de sumar todos los volúmenes de 

operaciones de las entidades que conforman el grupo. 

¿QUÉ SECTORES PODRÁN ACCEDER? 

Como hemos adelantado, estas ayudas directas tendrán carácter finalista, empleándose para 

satisfacer la deuda y realizar pagos a proveedores y otros acreedores, financieros y no financieros, 

así como los costes fijos incurridos por los autónomos y empresas considerados elegibles. Los 

destinatarios de estas ayudas deberán acreditar una actividad que se clasifique en alguno de los 

códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas –CNAE 09– previstos en el Anexo I 

de la norma en el momento de su entrada en vigor. Entre los principales grupos beneficiarios 

encontramos, entro otros, sectores en los que se mantiene una gran incidencia de ERTES como: 

• Hoteles y alojamientos similares. 

• Restaurantes y puestos de comidas. 

• Actividades de transporte, incluido el sector del taxi. 

• Actividades de los operadores turísticos. 

• Actividades de mantenimiento físico. 

• Actividades relacionadas con cultura (museos, artes escénicas, salas de espectáculos, etc.). 

CUANTÍAS 

Se establecen los criterios para determinar las cuantías máximas de las ayudas directas y se 

modulan en función de la caída del volumen de operaciones entre 2019 y 2020, correspondiendo a 

las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla establecer los criterios para las ayudas 

por destinatario, de forma que no se superen ciertos límites máximos: 

• a) 3.000 euros cuando se trate de empresarios o profesionales que apliquen el régimen 

de estimación objetiva (módulos) en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

• b) Para aquellos empresarios y profesionales cuyo volumen de operaciones anual declarado 

o comprobado por la Administración, en el Impuesto sobre el Valor Añadido o tributo 
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indirecto equivalente, haya caído más del 30 % en el año 2020 respecto al año 2019, la 

ayuda máxima que se concederá será del: 

1. El 40 % de la caída del volumen de operaciones en el año 2020 respecto del año 2019 que 

supere dicho 30 %, en el caso de empresarios o profesionales que apliquen el régimen de 

estimación directa en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, así como las entidades y 

establecimientos permanentes que tengan un máximo de 10 empleados. 

2. El 20 % del importe de la caída del volumen de operaciones en el año 2020 respecto del año 

2019 que supere dicho 30%, en el caso de entidades y empresarios o profesionales y 

establecimientos permanentes que tengan más de 10 empleados. 

En estos dos supuestos, las ayudas contemplan una franja económica que no podrá ser inferior a 

4.000 euros ni superior a 200.000 euros. 

A TENER EN CUENTA:  

- Las personas autónomas que tributan por módulos podrán optar a un máximo de 3.000 euros. El 

resto de los autónomos y empresas optarán a cuantías entre los 4.000 a 200.000 euros. 

- Las empresas con hasta 10 empleados podrán recibir hasta el 40% de la caída adicional de ingresos. 

- Las empresas con hasta 10 empleados hasta el 20% de la caída de ingresos. 

REQUISITOS Y COMPROMISOS 

Los solicitantes de las ayudas han de cumplir en el momento de presentación de la solicitud los 

siguientes requisitos: 

a) No haber sido condenado mediante sentencia firme a la pena de pérdida de la posibilidad de 

obtener subvenciones o ayudas públicas o por delitos de prevaricación, cohecho, malversación de 

caudales públicos, tráfico de influencias, fraudes y exacciones ilegales o delitos urbanísticos. 

b) No haber dado lugar, por causa de la que hubiese sido declarada culpable, a la resolución firme 

de cualquier contrato celebrado con la Administración. 

c) Hallarse al corriente de pago de obligaciones por reintegro de subvenciones o ayudas públicas. 
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d) Hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y frente a la Seguridad 

Social. 

e) No haber solicitado la declaración de concurso voluntario, no haber sido declarados insolventes 

en cualquier procedimiento, no hallarse declarados en concurso, salvo que en éste haya adquirido 

la eficacia un convenio, no estar sujetos a intervención judicial o haber sido inhabilitados conforme 

a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el período de inhabilitación fijado 

en la sentencia de calificación del concurso. 

f) No tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado reglamentariamente como paraíso 

fiscal. 

Los destinatarios de estas medidas asumen los siguientes COMPROMISOS: 

a) Deberán mantener la actividad correspondiente a las ayudas hasta el 30 de junio de 2022. 

b) No podrán repartir dividendos durante 2021 y 2022. 

c) No aprobar incrementos en las retribuciones de la alta dirección durante un periodo de dos años 

desde aplicación de alguna de las medidas. 

 

 

 

 

 


